
 

 
 

Bogotá, D. C., 29 de abril de 2021 
 
 

Doctor 
German Blanco Álvarez 
Presidente Plenaria Cámara De Representantes  
Ciudad 

 
Asunto: Proposición de modificación  

 
 

Respetado Señor Presidente, 
 
 

Con fundamento en lo contemplado en la ley 5ta de 1992 y normas concordantes, se 
presenta proposición ante la Plenaria de la Cámara de Representantes, de modificación 
al artículo 3 del proyecto de ley número 124 de 2020 Cámara “Por medio de la cual se 
modifican los artículos 175 y 201 de la ley 906 de 2004, con el fin de establecer un 
término perentorio para la etapa de indagación, tratándose de delitos graves realizados 
contra los niños, niñas y adolescentes, se crea la unidad especial de investigación de 
delitos de alto impacto cometidos contra la infancia y la adolescencia, y se dictan otras 
disposiciones”. El cual quedará de la siguiente forma: 
 

ARTÍCULO 3. En el Presupuesto General de la Nación se deberá garantizar de 

manera progresiva un porcentaje razonable para la financiación de la Unidad 

Especial para la investigación de delitos priorizados cometidos contra la infancia y 

la adolescencia, y en general para la consecución de las labores de investigación 

por parte de la Fiscalía General de la Nación. 

Parágrafo. Este porcentaje variará positiva o negativamente conforme a 

los resultados obtenidos en las labores de la unidad y el impacto que 

tengan en la administración de justicia, para lo cual anualmente se hará la 

calificación de este elemento 

 
Adiciónese la parte subrayada y en negrilla. 
 
Atentamente, 
 
 
 
 

Representante a la Cámara, Archipiélago de San Andrés, 
 Providencia y Santa Catalina 

Partido Cambio Radical. 
  



 

Motivación 

Por regla general los recursos públicos son limitados, o escasos, aún más teniendo en 
cuenta el contexto de pandemia en el cuál nos encontramos, es por ello que este tipo de 

medidas que establece una priorización en el gasto público en favor de unidades 
investigativas debe estar sometida al análisis de los resultados obtenidos, de forma que 
exista un incentivo real para la división en mejorar sus resultados y con ello disponer de 
más recursos para mejorar las condiciones de funcionamiento de la entidad, esto puede 
repercutir en beneficio de los derechos de los niños, niñas y adolescentes victimas. 


